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    Palabras introductorias


    Este libro empezó a gestarse, aunque de manera inconsciente, durante la segunda mitad del año 2022. En esa época acepté participar con un aporte individual a una obra conjunta en homenaje a Jaime Malamud Goti, una de las personas cuyas palabras, en formato de entrevista, el lector encontrará en este trabajo. Jaime Malamud Goti, uno de los asesores del presidente Alfonsín en el diseño y ejecución de su política de derechos humanos a partir de 1983, había escrito —varios años después de dejar ese rol de asesor— una serie de artículos que luego reunió en un libro.


    En esos trabajos, es fácil notar su desánimo por los distintos estadios que esa política debió transitar. Ello producto de que asumir una toma de posición, como la que Alfonsín veremos que asumió, que fuera moral y jurídica defendible, y al mismo tiempo alcanzable, a través de pronunciamientos judiciales que pudieran efectivamente cumplirse, esa toma de posición, reitero, implicaría necesariamente recorrer un terreno minado.


    Empecemos por lo incontrastable. La década de 1970 en la Argentina fue una atravesada por la violencia, muerte, secuestros y otros actos de la más patente ilegalidad. Ello fue producto de acciones pensadas y ejecutadas con total desprecio por los derechos humanos, y que se originaron en muy variados sectores.


    Organizaciones armadas que no pueden recibir otro nombre que “terroristas”, emprendieron ya al comienzo de esa década un camino teñido de acciones que mostraron un absoluto desapego por el imperio de la ley. Esas organizaciones (ERP y Montoneros, las más notorias) se valieron de armas y de una estructura militar para llevar a cabo toda suerte de atentados, secuestros y homicidios, no solo respecto de integrantes de las Fuerzas Armadas y de otras fuerzas de seguridad, sino también en contra de civiles, incluidos sacerdotes, diplomáticos, dirigentes estudiantiles, gremialistas, políticos y jueces. En ocasiones, los atentados cobraron como víctimas a los familiares de quienes se buscaba intimidar o directamente eliminar.


    En esa misma línea, hubo varios copamientos de regimientos y de unidades militares para hacerse de armas, así como numerosos secuestros de empresarios y demás civiles, con el propósito de financiar sus operaciones. El perpetrado respecto de los hermanos Born y la obtención de un pago millonario en dólares, operativo en el que además fallecieron dos personas, fue una muestra de esta metodología. En otras ocasiones, se optó directamente por asesinar a empresarios emblemáticos, tal como Oberdam Sallustro, presidente de Fiat Argentina, entre muchísimos otros.


    Estas acciones terroristas comenzaron durante períodos de gobiernos militares, pero continuaron luego del retorno a la democracia en 1973, al punto de que, en verdad, fueron muchos más los hechos criminales cometidos durante un gobierno legítimamente elegido, que los del período anterior.


    Para combatir este fenómeno de violencia, aparecieron organizaciones paraestatales como la denominada Triple A, que apeló igualmente y de manera sistemática a la violencia y la ilegalidad, hasta que, bajo la presidencia interina de Ítalo Lúder, se dictó un decreto por el cual se confió a las Fuerzas Armadas la misión de proceder al “aniquilamiento” de las organizaciones terroristas.


    Todos recordamos que, poco tiempo después, se produjo el golpe militar de marzo de 1976. La metodología que los militares a cargo de las primeras “Juntas” de gobierno pusieron entonces en ejecución como respuesta a la violencia precedente, implicó el uso de todas las herramientas del Estado para la persecución, encarcelamiento, imposición de tormentos, homicidios y desapariciones de personas sospechadas, muchas veces sin ningún fundamento, de pertenecer o alentar a esas fuerzas terroristas. Caímos, entonces, en un oscuro y temible terrorismo de Estado.


    Este es el panorama con el que se encontró Alfonsín al ser electo como presidente de los argentinos, el 30 de octubre de 1983. Si bien ya antes —según lo había hecho público durante el período preelectoral— Alfonsín había tenido el coraje de hablar de que sería necesario encontrar una solución moral al tema de los desaparecidos, fue inmediatamente luego de su jura como primer mandatario que dio a luz a tres poderosos decretos, cuyo texto íntegro el lector podrá encontrar al final de esta obra. Dos de ellos, los Decretos 157 y 158, fueron dictados en la misma fecha, 13 de diciembre de 1983, solo a tres días de instaurado el nuevo gobierno. El tercer decreto histórico es el 187, del 15 de diciembre de 1983.


    Los Decretos 158 y 187 tuvieron entre sí (y tendrían luego aún más), íntima conexión. El 187 fue el de creación, casi sin antecedentes similares hasta allí en otros países, de una Comisión Nacional cuyo objeto sería “esclarecer los hechos relacionados con la desaparición de personas” (la famosa CONADEP). El Decreto 158, a su vez, fue dictado por Alfonsín como comandante en jefe de las Fuerzas Armadas, rol atribuido a todo presidente por la Constitución. Por medio de dicho decreto se instruía al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a que procediera al juzgamiento de las tres primeras Juntas Militares que habían gobernado el país a partir de marzo de 1976. El decreto referido no empezó con vueltas. Dijo: “La Junta Militar que usurpó el Gobierno Nacional el 24 de marzo de 1976 y los mandos orgánicos de las Fuerzas Armadas que se encontraban en funciones a esa época concibieron e instrumentaron un plan de operaciones contra la actividad subversiva y terrorista basada en métodos y procedimientos manifiestamente ilegales […]. Miles de personas fueron privadas de su libertad, torturadas y muertas como resultado de la aplicación de estos procedimientos”. El plan ilegal diseñado, siguió diciendo el decreto, creó una categoría de sospechosos “comprensiva tanto de los verdaderos terroristas como de los meros disidentes”. Dentro del decreto se incluía a los miembros de las Juntas entre 1976 y 1979, así como también “los mandos de las Fuerzas Armadas con capacidad decisoria, responsables […] por los hechos ocurridos en el marco de los planes trazados por las instancias superiores”.


    El tercer decreto, bastante menos recordado por la historia, es el 157. El mismo declaró la necesidad de promover la persecución penal de ciertas y determinadas personas, que el decreto identificó, y que eran los líderes de esas organizaciones ERP y Montoneros. Los nombres de Mario Firmenich, Fernando Vaca Narvaja, Ricardo Obregón Cano, Rodolfo Galimberti, Roberto Perdía, Héctor Pardo y Enrique Gorriarán Merlo, aparecieron así al pie del referido decreto.


    Estas personas fueron indicadas como “los máximos responsables de la instauración de formas violentas de acción política”, cuyo accionar afectó “seriamente las normales condiciones de convivencia, en la medida que estas resultan de imposible existencia frente a los cotidianos homicidios, muchas veces en situaciones de alevosía, secuestros, atentados a la seguridad común, asaltos a unidades militares de fuerzas de seguridad y a establecimientos civiles y daños, delitos todos estos que culminaron con el intento de ocupar militarmente una parte del territorio de la república”.


    En mi aporte al libro de homenaje a Jaime Malamud Goti intenté, a partir de estos actos primeros del gobierno de Alfonsín, dar mi opinión acera de que esta política de derechos humanos había implicado una toma de posición muy fuerte, valiosa y equilibrada, dentro de lo que era “conseguible” en ese momento. Sobre todo, teniendo en cuenta el inmenso poder militar, como factor decisivo durante más de cincuenta años de la vida política de la Argentina durante el siglo XX, así como el hecho incontrastable de que Alfonsín venía a intentar refundar la República, de manera que las nefastas experiencias de pasados golpes militares y de violencia de todo signo no volvieran a repetirse.


    Luego de entregado ese “aporte” a la obra en homenaje a Jaime Malamud Goti, sentí que yo era simplemente un narrador de episodios que no había vivido de ninguna manera. Caí también en la cuenta de que muchos de aquellos que sí los habían vivido como protagonistas centrales estaban aún vivos, y que quién mejor que ellos para brindar su testimonio acerca del valor y trascendencia de aquella política de derechos humanos, sus méritos y altibajos, y su influencia para el futuro de la Nación que Alfonsín intentaba reconstruir.


    Así nació, ya de manera más vívida, la idea del presente trabajo. Una integrante insustituible de aquella CONADEP, Graciela Fernández Meijide, aceptó generosamente ser entrevistada, aunque en seguida tuvo el tino de hacerme notar que cada persona con la que yo hablara no necesariamente me brindaría una idea uniforme o consistente de los hechos en los que había intervenido.


    Asesores del presidente Alfonsín en el diseño de su política de derechos humanos (lamentablemente con exclusión del jurista Carlos Nino, ya fallecido), se pusieron igualmente a mi disposición. Me refiero al mismo Jaime Malamud Goti y a Martín Farrell, dos personas de una descollante formación intelectual y académica.


    Para obtener una visión realista de las tensiones y de los dilemas que debió enfrentar Alfonsín a raíz del diseño de esta política, me contacté con quien fue su vocero y hombre de confianza desde que se conocieron a fines de 1983, el más que reconocido periodista José Ignacio López, quien también comprometió generosamente su tiempo.


    En la misma dirección, y con igual grado de generosidad, conté con los aportes de Horacio Jaunarena y Raúl Alconada Sempé, quienes estuvieron muy próximos a Alfonsín desde el comienzo mismo de su gobierno. Jaunarena, por su parte, terminó heredando la carga de liderar el Ministerio de Defensa, luego de un paso previo como secretario de esa misma cartera. Raúl Alconada, a su vez, fue inicialmente vicecanciller de Alfonsín. Ambos vivieron muy de cerca episodios como el levantamiento de Semana Santa de 1987, que pusieron duramente a prueba esa política de derechos humanos.


    Para completar este universo de gente sobresaliente, busqué también la voz de los Jueces que conformaron la histórica Cámara Federal que terminó juzgando y condenando a integrantes de aquellas Juntas Militares. Me refiero a los ya célebres Carlos Arslanián, Ricardo Gil Lavedra, Jorge Valerga Aráoz y Guillermo Ledesma (los miembros restantes de ese Tribunal, Andrés D’Alessio y Jorge Torlasco, lamentablemente han fallecido también). Algunos de estos jueces no solo intervinieron en el juicio a las Juntas, sino que debieron además analizar la responsabilidad de algún jefe Montonero, justamente a raíz del dictado de aquel Decreto 157.


    Este libro es, básicamente, la voz de todas estas personas. Aparte de agradecerles infinitamente su buena disposición, adelanto al lector que, como bien me señaló Graciela Fernández Meijide, no habrá aquí un coro absolutamente ensamblado. Los seres humanos recordamos los hechos muchas veces en función de nuestras prioridades, nuestra visión de lo trascendente, y de qué es aquello que más nos marcó. Espero, de todas maneras, que las visiones de cada una de estas personas ayuden a entender este pedazo tan lacerante de nuestra reciente historia.


    Al comienzo de cada parte intentaré dar algún contexto de lo que venía sucediendo en el país, de acuerdo a la reconstrucción efectuada a partir de algunas fuentes, que aparecen también mencionadas al final. Debo alertar que no todo lo que tuve la fortuna de escuchar de mis entrevistados pudo finalmente ser incluido. Ello se debe, en parte, a razones editoriales y también a que, en ocasiones, mi curiosidad me llevó a hacer preguntas más allá del objetivo central de este libro. El mismo es, reitero, la política de derechos humanos del presidente Alfonsín, tal cual fue diseñada y ejecutada por sus muy valiosos protagonistas.


    En el final, a modo de balance, trataré de identificar, si es posible hacerlo, algunos denominadores comunes a los aportes de quienes me honraron con sus recuerdos.

  


  
    PRIMERA PARTE 
 CON LA AYUDA DE LOS “FILÓSOFOS”


    En su completísima obra Raúl Alfonsín. El planisferio invertido1, Pablo Gerchunoff identifica distintos momentos donde el líder radical fue dando señales de que intentaría una revisión de lo actuado por las Jefaturas militares que habían planificado una metodología represiva violatoria de los derechos humanos, con la consiguiente asignación de responsabilidades.


    La primera oportunidad fue en julio de 1982, en un acto con gran concurrencia celebrado en la Federación Argentina de Box. Allí Alfonsín alertó que la democratización del país podía transformarse en un “fraude gigantesco para permitir el acuerdo entre las cúspides militares y civiles responsables del fracaso de la nación”. En ese momento se refirió públicamente a los “desaparecidos”, lo cual constituía un desafío para “todos los estratos, porque no puede ser algo que herede la democracia, sino que es un tema que requiere una solución moral”2.


    Ya durante el año siguiente, Alfonsín puso en conocimiento la existencia de lo que se conoció como un “pacto sindical militar”, luego de rumores sobre la existencia de negociaciones entre militares y sindicalistas, una de cuyas patas sería “echar un manto de olvido sobre los excesos cometidos durante la represión al terrorismo”3.


    Más adelante Alfonsín se valió, sacándole gran provecho, de la siguiente circunstancia. En septiembre de 1983, los militares habían sancionado la Ley 22.924 de “extinción de las acciones penales emergentes de los delitos cometidos con motivación o finalidad terrorista o subversiva”. Si bien se la tituló “Ley de Pacificación Nacional”, pasó a ser inmediatamente conocida como “Ley de Autoamnistía”.


    A esta ley se refirió Alfonsín en un multitudinario acto en Ferro, el 30 de septiembre de 1983. Expresamente dijo que “no vamos a aceptar la Ley de Amnistía, vamos a declarar su nulidad”. También anunció allí su intención, respecto de los militares que habían planificado y ejecutado una metodología violatoria de los derechos humanos, de construir un esquema que luego se conoció como los “tres niveles de responsabilidad”.


    En palabras de Alfonsín de esa noche: “Lo que queremos es que algunos pocos no se cubran la retirada con el miedo. Aquí hay distintas responsabilidades. Hay una responsabilidad de quienes tomaron la decisión de actuar como se hizo, hay una responsabilidad distinta de quienes en definitiva cometieron excesos en la represión. Y hay otras distintas también respecto de quienes no hicieron otra cosa que, en un marco de extrema confusión, cumplir órdenes”4.


    La pincelada final respecto de lo que sería la política de derechos humanos de Alfonsín apareció en su discurso de asunción como presidente, ante la Asamblea Legislativa, del 10 de diciembre de 1983. Allí dijo: “El país ha vivido frecuentemente en tensiones que finalmente derivaron en la violencia espasmódica del terrorismo subversivo y una represión indiscriminada con su secuela de muertos y desaparecidos. La lucha entre sectores extremistas, así como el terrorismo de Estado, han dejado profundas heridas en la sociedad argentina. La manera de restañar esas heridas no puede girar en torno a venganzas y resentimientos, pero la democracia no podría edificarse sobre la claudicación, actuando como si aquí no hubiera ocurrido nada”.


    ¿Qué llevó a Alfonsín, de manera gradual pero decidida, a efectuar estas enunciaciones sobre la necesidad de una solución respecto del problema de los desaparecidos, haciendo foco en quienes tomaron las decisiones? ¿Cómo fue la génesis de esta toma de posición, que terminó plasmada tanto en el decreto de enjuiciamiento a las Juntas Militares como en el de promoción de investigaciones respecto de las cúpulas guerrilleras?


    Las entrevistas que siguen pretenden echar luz sobre estos interrogantes.


    
      
        1 Edhasa, 2022.

      


      
        2 Gerchunoff, ob. cit., pp. 125/126.

      


      
        3 Ibíd., p. 131.

      


      
        4 Ibíd., p. 133.
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 “Tuvimos la suerte de ayudar a un prócer”


    ENTREVISTA A MARTÍN FARRELL


     


     


    Martín Farrell es jurista, profesor emérito de la Universidad Nacional de Buenos Aires y de la Universidad de Palermo, Premio Konex de Platino en Ética y miembro de número de la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas. Profesor visitante en numerosas universidades del exterior, conferencista y autor de una gran cantidad de obras sobre filosofía jurídica, filosofía del lenguaje, ética y derechos individuales. En esos trabajos analizó muy profundamente la interrelación entre Derecho y Moral. A partir de 1984 integró la Cámara Federal de la Capital en lo Civil y Comercial, hasta su jubilación. Desde entonces se dedica, full time, a tareas docentes y de investigador.



     


     


    ALEJANDRO CARRIÓ: Martín, gracias por recibirme y por prestarte a esta charla. Antes de que entremos en el tema de cuál fue tu relación con el presidente Alfonsín y cómo llegaste a él, contame brevemente tus antecedentes. ¿Cuál era tu especialización al momento de tomar contacto con él?


     


    MARTÍN FARRELL: Mi carrera académica se llevó a cabo en Filosofía del Derecho, en la cual tuve dos grandes maestros: Ambrosio Gioja y Genaro Carrió. En esa época, tenía terminado mi doctorado en Derecho, y era profesor adjunto de Introducción al Derecho en la Universidad de Buenos Aires. Y había escrito dos o tres libros sobre Filosofía del Derecho.


     


    A.C.: Con los años escribiste algunos más…


     


    M.F.: Con los años escribí algunos más.


     


    A.C.: ¿Cómo se gestó en vos, y en otras personas que ya nos dirás, la idea de acercarse a Alfonsín en particular, y quizás a algún otro político, para colaborar con el proceso republicano que aparentemente estaba por comenzar?


     


    M.F.: Te voy a contar cómo surgió la idea en mí.


    Cuando terminó la guerra de las Malvinas, a mí me parecía evidente, como le parecía evidente a todo el mundo, que el gobierno militar había terminado y que el final iba a consistir en un llamado a elecciones, y que en esas elecciones iba a ganar el peronismo. Me daba una tremenda pena, porque culminaba un círculo vicioso.


    En el año 1976, los militares habían hecho un golpe para derrocar a los peronistas, golpe que había producido mucho dolor, mucha muerte, mucha sangre, muchos desaparecidos. Y seis años después, iban a llamar a elecciones para que volvieran los peronistas que habían derrocado al comienzo del golpe, y entonces pensaba que esa era una terrible frustración para la Argentina, una terrible pérdida moral, y que la única manera de evitar el círculo vicioso era que el golpe militar no desembocara en otro gobierno peronista. La alternativa, por supuesto, era que ganaran los radicales.


    Como yo era radical, pensé que podía colaborar para la campaña, entonces le conté mi idea a Carlos Nino y a Jaime Malamud Goti, y los dos se mostraron muy entusiastas. Pensamos que podíamos ponerla en práctica asesorando a algún candidato a presidente del radicalismo.


    Pero necesitábamos una carta de presentación, una persona que nos abriera puertas para poder llegar, nada menos, que a un candidato a presidente del radicalismo.


     


    A.C.: ¿Qué edad tenías en ese momento?


     


    M.F.: Yo, en ese momento, tenía cuarenta y dos años exactamente. Para que pudiéramos acceder a un candidato presidencial del radicalismo, necesitábamos una persona importante, prestigiosa y conocida, y pensamos en Genaro Carrió. Entonces lo hablamos, se lo pedimos, y accedió con gran felicidad y con gran entusiasmo, con muchas ganas.


    Ahí, ya con nuestra carta de presentación asegurada, y con nuestro prestigio enaltecido por ese contacto, empezamos a preocuparnos por saber a qué candidato radical íbamos a asesorar, porque las elecciones no estaban convocadas, el radicalismo tenía sus autoridades congeladas, y no sabíamos quién iba a ser el candidato. Hacía poco tiempo que había muerto Balbín, y entonces las autoridades partidarias estaban en manos balbinistas. Así que arrancamos, nos pareció razonable y educado, hacerlo con las autoridades en vigencia.


    Genaro era amigo de Tróccoli, así que nos contactamos con él. Tuvimos una entrevista en el estudio de Tróccoli, junto con Vanoli, que era secretario del Comité Nacional, y había sido durante muchos años la mano derecha de Balbín.


    Hablamos un largo rato con ellos, hablamos casi un par de horas, estuvieron muy amables, muy generosos, y nos dijeron: “El comité nacional está a disposición de ustedes”. Y nosotros nos retiramos muy agradecidos, pero muy desilusionados.


    No nos pareció que ninguno de los dos tuviera ni la menor posibilidad, ni la menor fibra, como para ser presidentes o para ser candidatos, o para ganar una elección. Así que llegamos a la conclusión de que, por ese lado, no teníamos nada que asesorar, porque no teníamos ganas de hacerlo.


    Quedaba solamente una alternativa, y era Alfonsín.


    ¿Cómo podíamos llegar a Alfonsín? Por intermedio de Juan Octavio Gauna, que era muy amigo de él, Gauna era amigo mío, y estaba en la Cámara Federal Contenciosa5. Cuando hablé con él se mostró también muy entusiasmado y dijo: “Yo me encargo, yo arreglo la entrevista con Alfonsín”.


    Efectivamente, en una semana, arregló una entrevista en su casa, en esa época vivía en la calle Pueyrredón y Melo. Me dijo: “A las siete de la tarde vengan ustedes, porque va a estar Alfonsín”.


    Y allí fuimos Genaro Carrió, Jaime y yo. En realidad, Carlos Nino intentó ir, pero finalmente no llegó a la casa de Gauna, así que no pudo estar presente en la entrevista. Llegamos siete menos cuarto, porque nos parecía educado hacerlo de esa manera; a las siete en punto apareció Alfonsín. Entonces, Genaro le explicó por qué estábamos ahí. Debe de haber hablado unos quince o veinte minutos.


    Después guardó silencio, y Alfonsín también guardó silencio. Así que estábamos todos en silencio, nadie quería quebrantarlo. Y yo en un momento pensé: “Bueno, nos va a decir que no, y está pensando la manera gentil de decirnos que no”.


    Pero después del silencio, Alfonsín dibujó una enorme sonrisa, y una cara de alegría inmensa. Abrió las manos, y dijo: “Bueno, me han hecho el día”.


    Así que en realidad estaba pensando cómo manifestarnos su gratitud.


    Y ahí mismo dijo: “Vamos a trabajar, empecemos a trabajar. Miren, la parte de Justicia en la campaña, la va a dirigir Dante Caputo, acá está el teléfono de Caputo, se contactan con él, después se contactan conmigo y empezamos a trabajar”.


    Yo le hice una sola pregunta, y fue: “Vamos a prepararle cosas… ¿para la elección general, o le vamos a preparar cosas para la elección interna?”.


    Alfonsín respondió con una seguridad total: “No, para la elección general, la interna está ganada. Ni se preocupen, no hagan nada. Concéntrense en la elección general”. Que es exactamente lo que hicimos.


    “No puedo enjuiciar a todos los integrantes de las Fuerzas Armadas”


    A.C.: Empieza, me imagino, este proceso de acercamiento al candidato. En algún momento, y ahí va la pregunta puntual, nace en Alfonsín la idea de enjuiciar a las Juntas Militares y de provocar una respuesta a la violencia de los años setenta. ¿Qué recordás de ese momento?


     


    M.F.: Primeramente, me gusta que la pregunta diga: “nace en Alfonsín”, y pongo énfasis en: “en”, “nace en Alfonsín”. Es una idea que nació en él.


    Nosotros arrancamos trabajando para él, en el mes de junio de 1982. Y durante trece meses, la idea no la mencionamos con él en absoluto, en realidad, ni siquiera la mencionamos entre nosotros porque no teníamos tiempo. Nos daba tanto trabajo, con sus ideas, que no podíamos aportar ninguna otra, porque realmente a duras penas conseguimos satisfacer todos los pedidos que había.


    Así que, recién en julio de 1983, trece meses después de haber tenido contacto con él, recibimos un día un llamado de la secretaria de Alfonsín, que decía que quería vernos. Carlos Nino y Jaime Malamud Goti estaban en un congreso de Derecho Penal en Mendoza. Así que fuimos Genaro Carrió y yo a las oficinas, que en ese momento estaban en la calle Perú.


    Alfonsín nos recibió de inmediato, y sin preámbulo —no tenía por qué hacer un preámbulo porque ya nos conocía muy bien, y no lo hizo tampoco—, dijo: “Yo no puedo ser presidente sin intentar que se enjuicie a las Juntas, porque me parece una vergüenza. Pero a su vez, me doy cuenta de que no puedo enjuiciar a todos los integrantes de las Fuerzas Armadas, porque todos han cometido algún delito. No tengo poder suficiente, la justicia argentina tampoco tiene los mecanismos suficientes para hacerlo. Entonces les voy a contar mi idea. Mi idea es que se enjuicie a las Juntas y a los generales de división; que se interrumpa la responsabilidad a nivel de coronel; y al día de hoy, en este momento no sé qué hacer con los generales de brigada. Así que están en una situación de duda.


    ”Y ahora la pregunta que les hago es: ¿Esto se puede hacer?”


    Parecía que era un “puede” jurídico que estaba preguntando. Y entonces Genaro Carrió habló, y habló unos veinte minutos y explicó, espléndidamente bien, qué se podía hacer jurídicamente.


    Habló de los tipos penales, habló exactamente de qué iba a ocurrir, profetizó que era legal y profetizó bien porque después algunos de los comandantes en jefe fueron condenados por la Cámara Federal, condena que fue confirmada por la Corte Suprema.


    Kant vs. Bentham


    Cuando Genaro Carrió terminó de hablar, Alfonsín dijo: “Está bien, ahora sé qué se puede hacer ‘jurídicamente’, pero la pregunta es otra. Lo que quiero saber es si se puede hacer ‘moralmente’, porque si se puede hacer jurídicamente pero no se puede hacer moralmente no lo voy a hacer”.


    Entonces yo hablé veinte minutos. Le dije que sí se podía hacer, si él se olvidaba de la ética deontológica kantiana, y se daba cuenta de que había también una ética utilitarista, de Bentham. Se podía hacer perfectamente, y él debía producir el estado de cosas que iba a constituir lo mejor para el mundo que lo rodeaba. Y cuando terminé de hablar, como frase final, dije algo que en general despierta hilaridad en la gente a quien se lo cuento, porque es lo que le dije: “No se deje convencer de que Kant es mejor filósofo moral que Bentham”.


    La gente me dice: “Es una locura decirle eso a un candidato a presidente”.


    No, no fue una locura. Cuando terminé de hablar me dijo: “Bueno, entonces lo voy a hacer”. Así que, de todos modos, la frase parece haber surtido algún efecto.


     


    A.C.: Los filósofos en general, los hombres de derecho en general, ¿coinciden con esta visión tuya? ¿Coinciden con la utilización de las ideas de Bentham, en el sentido de que es preferible hacer lo que se puede a hacer lo que es idealmente mejor?


     


    M.F.: En ese momento no. Pero una vez que vieron lo que pasó, de cómo culminó todo, sí terminaron coincidiendo todos conmigo, aplaudiéndome y diciendo que estuvo muy bien. En ese momento no les gustó mucho porque, en general, en todas partes, no solamente en Argentina, hay más kantianos que benthamitas. Pero cuando terminó la historia, se dieron cuenta de que era lo correcto.


     


    A.C.: Y en este círculo de asesores de Alfonsín, donde estaban Nino y Jaime Malamud Goti, ¿discutías estos temas con ellos? ¿Aceptaron tu posición?


     


    M.F.: Nadie hubiera discutido una decisión de Alfonsín, así que no es que estuvieran convencidos por lo que yo les dije, quedaron convencidos cuando Alfonsín dijo que se iba a hacer. Entonces ya nadie podía discutirlo, y adhirieron con entusiasmo. No se pudo discutir porque ya lo había decidido él.


     


    A.C.: ¿Con qué interés los escuchaba Alfonsín? ¿Cuánto tiempo les dedicaba? ¿Cómo era de prioritario, para él, trazar este camino?


     


    M.F.: Muy prioritario, nos dedicaba una enorme cantidad de tiempo, nos escuchaba con enorme atención, y con un entusiasmo tremendo. Parecía tener todo el tiempo del mundo, nos llamaba con una frecuencia superior a la de una vez por quincena, dedicaba horas a la charla, parecía que no tenía otra cosa que hacer. Muchas veces se iba con nosotros directamente, indicando que era lo último que tenía que hacer, y siempre, siempre, tenía muchas ganas. Hacía preguntas, entendía, quería saber más, quería leer más, quería más libros, realmente era un gusto trabajar con él. Más allá del tremendo carisma que tenía, por supuesto.


    Los tres niveles de responsabilidad


    A.C.: En un acto en Ferro, allá por septiembre de 1983, Alfonsín anuncia públicamente que su idea es analizar la responsabilidad de las Juntas Militares. ¿Te sorprendió? ¿Te sorprendió que lo hiciera en ese momento? ¿Era algo que charlaron antes?


     


    M.F.: No lo charlamos antes y no me sorprendió para nada, porque lo que dijo en Ferro es lo que nos dijo a nosotros en privado. Exactamente repitió la idea, exactamente distinguió los tres niveles de responsabilidad, y exactamente habló de juzgar a las Juntas, con obediencia debida, que fue lo que quiso desde un principio.


     


    A.C.: Explicanos mejor lo de “los tres niveles”, ya que hay gente que puede no conocerlo.


     


    M.F.: Alfonsín pensó que había personas que habían dado las órdenes, que era su principal preocupación. Había asimismo individuos que habían recibido las órdenes pero que se habían excedido, y había otros individuos que simplemente habían obedecido órdenes. Este tercer nivel era el que quería dejar afuera.


    Si a este nivel lo quería dejar afuera por una cuestión fáctica, es decir, porque no se los podría juzgar, o si lo quería dejar afuera porque le encontraba menos responsabilidad, no tiene importancia, no se los podría juzgar. Eso era algo que no estaba a nuestro alcance. No había poder suficiente para juzgar a todas las Fuerzas Armadas. Desde un principio, Alfonsín quiso dejar a este nivel afuera.


    Ahora bien, respecto de qué me pareció que hubiera dicho esto en Ferro, bueno, yo estaba presente. Me pareció muy bien, porque si uno va a anunciar una cosa tan importante, que lo haga delante de cincuenta mil personas me parece la mejor manera. Delante de cincuenta mil personas les contó lo que pensaba hacer, no hay mejor manera de hacerlo público.


     


    A.C.: En ese momento, ¿sentiste que la sociedad demandaba esa postura, esta posición fuerte de Alfonsín acerca de que no se podía olvidar la violencia de los setenta? ¿Creés que lo hizo para agradar a las personas, para captar votos? ¿O fue algo en lo que Alfonsín genuinamente creía?


     


    M.F.: La sociedad, decididamente, no lo reclamaba. Más aún, nosotros, como asesores de él, tampoco se lo reclamábamos, porque estábamos ocupados con otros temas. Nadie le dijo nada, la idea fue exclusivamente de él, y no lo hizo por votos. Porque no fue un factor que en la campaña incidiera en la decisión de la gente. Más aún, no es algo que convenciera a mucha gente, incluso después del triunfo de Alfonsín e incluso después del informe de la CONADEP.


    Yo presencié, en el Palacio de Justicia, individuos que se acercaban a Strassera para insultarlo, cuando iba hacia la Cámara Federal Penal durante el juicio. Es decir, la sociedad no lo reclamaba para nada. Salían solicitadas en los diarios apoyando a los militares, incluso en 1985. Así que en 1983 no había el menor interés, no creo que le haya aportado ni un voto. Lo hizo por convicción, por principios morales.


     


    A.C.: Incluso, el otro partido mayoritario, el peronismo, no parecía buscar el enjuiciamiento de nadie…


     


    M.F.: No, más bien, sin duda, eran partidarios de la Ley de Amnistía. Porque, en realidad, creo que hay que asociar siempre el juicio a las Juntas con el rechazo a la autoamnistía. Porque eso muestra la sinceridad de Alfonsín. Alfonsín podría haber dicho: “Yo voy a juzgar a las Juntas”, y esa idea, en un principio, era reservada. Pero no muy reservada, porque la oficina de Alfonsín, donde él nos contó esa idea y esa inquietud respecto a los juicios a las Juntas, estaba absolutamente pinchada por los servicios de informaciones. Estaba tan pinchada por los servicios que de vez en cuando salía un ruido extraño del aire acondicionado central, y Alfonsín interrumpía lo que estaba diciendo, sonreía y decía: “Se les fue la mano a los muchachos de los servicios”.


    De verdad, creo que es una idea de la cual se deben haber enterado quince segundos después de que la conversó con nosotros.


     


    A.C.: Martín, hablaste hace un momento de un tema que quería tocar, y es cuando los militares deciden autoamnistiarse. ¿Eso también provocó conversaciones de los asesores con Alfonsín?


     


    M.F.: A eso iba. Lo de no juzgar a nadie podría haberlo hecho Alfonsín y haber quedado bien. Históricamente, y desde el punto de vista moral. Al mismo tiempo, aprovechar la autoamnistía, y decir: “Bueno, yo quise, yo hice el esfuerzo. Yo anuncié que los iba a enjuiciar, y como consecuencia de esto, ¿qué tenemos? Una autoamnistía. Y bueno, ¿qué quieren que haga?”


    Ahí, ni siquiera pudimos conversar con Alfonsín. Él estaba en España. Cuando le dijeron que había salido la autoamnistía de los militares, llamó por teléfono desde allá y dijo: “Hay que rechazar la autoamnistía, mañana tiene que estar rechazada”. Era un viernes, nos pusimos a trabajar contrarreloj. Genaro Carrió se iba a España, justamente, el sábado. Trabajamos todo el viernes…


     


    A.C.: ¿Quiénes estaban ahí?


     


    M.F.: Estábamos: Jaime Malamud Goti, Genaro, Carlos Nino y yo. Preparamos un borrador y se lo llevamos a Germán López,6 que, para no ser víctimas de las pinchaduras, nos recibió en el estudio de Alfonsín, que estaba en la Avenida de Mayo, que se supone que no estaba pinchado. Lo miró y dijo: “Bueno, tenemos que dar un toque de forma literaria. Raúl quiere que esté para mañana”. Entonces, yo respondí: “Sí, si tiene que estar para mañana, va a estar”.


    Al día siguiente, trabajamos toda la mañana…


     


    A.C.: Perdón, Martín, ¿qué era? ¿Un documento dando las razones para el rechazo?


     


    M.F.: Sí, para el rechazo de la autoamnistía. Recuerdo que, a eso de la una de la tarde, Genaro dijo: “Bueno, esto ya está prácticamente listo, acá no falta nada. Pierdo el avión”.


    Tenía el equipaje en el estudio de Alfonsín. Había un remisse abajo esperándolo y se fue. Le dimos los últimos toques, y cuando se lo entregamos a Germán López, que estaba ahí esperándonos, nos dijo: “Bueno, está bien, ¿se lo podemos dar a los periodistas?”.


    “Sí”.


    “Pero no tiene título. ¿Qué título le ponemos?”.


    Yo estaba tan cansado que no pude contestarle, directamente no tenía una sola idea más en la cabeza. Me quedé mirándolo con la cara en blanco. Entonces nos dijo: “Bueno, el documento de los militares se llama: ‘La palabra final’, le ponemos: ‘No es la palabra final’”.


    “Pongan lo que quieran. El documento es este”.


    Y así salió, como “No es la palabra final”.


    Es un buen documento, entre paréntesis. Está bien hecho.


    “Todos los terrorismos violan los Derechos Humanos”


    A.C.: Contemporáneamente con la idea de juzgar a las Juntas Militares y, eventualmente, a los generales de división, nació también en Alfonsín la decisión de promover investigaciones en contra de los jefes guerrilleros. Uno de ellos, del ERP (Gorriarán Merlo), y varios jefes de la organización Montoneros (Firmenich, Vaca Narvaja, Obregón Cano, Perdía, Galimberti, entre otros).


    ¿Fue esto algo que te sorprendió? Dentro de la óptica de ustedes en ese momento, ¿les pareció un acto lógico? ¿Cómo lo viste en ese momento y cómo lo ves ahora?


     


    M.F.: No me sorprendió en absoluto, y no me sorprende ahora. Es exactamente lo que yo hubiera hecho, era la postura de Alfonsín sobre derechos humanos. Es mi postura sobre los derechos humanos.


    El terrorismo de Estado viola los derechos humanos, el terrorismo de derecha viola los derechos humanos, el terrorismo de izquierda viola los derechos humanos. Desde un comienzo, esa concepción de los derechos humanos, que es la concepción liberal, es la que tenía Alfonsín, y por eso, durante el gobierno de Alfonsín, pudimos decir que estaban presas las Juntas, que estaba preso Firmenich, que estaba preso Obregón Cano, que estaba preso López Rega, y este es el verdadero sentido del respeto por los derechos humanos.
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